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I. Disposiciones generales

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

27168 REAL DECRETO 2485/1998, de 13 de
noviembre, por el que se desarrolla el artículo
62 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de
Ordenación del Comercio Minorista, relativo
a la regulación del régimen de franquicia, y
se crea el Registro de Franquiciadores.

La actividad comercial en régimen de franquicia,
desarrollada por medio de los denominados acuerdos
o contratos de franquicia, mejora normalmente la dis-
tribución de productos y la prestación de servicios, pues
da a los franquiciadores la posibilidad de crear una red
de distribución uniforme mediante inversiones limitadas,
lo que facilita la entrada de nuevos competidores en
el mercado, particularmente en el caso de las pequeñas
y medianas empresas, y aumentando así la competencia
entre marcas. A la vez, permite que los comerciantes
independientes puedan establecer negocios más rápi-
damente y, en principio, con más posibilidades de éxito
que si tuvieran que hacerlo sin la experiencia y la ayuda
del franquiciador, abriéndoles así la posibilidad de com-
petir de forma más eficaz con otras empresas de dis-
tribución.

Asimismo, los acuerdos de franquicia también pueden
beneficiar a los consumidores y usuarios, puesto que
combinan las ventajas de una red de distribución uni-
forme con la existencia de comerciantes interesados en
el funcionamiento eficaz de su negocio.

La regulación de los acuerdos de franquicia viene
establecida en el Reglamento CEE número 4087/88,
de la Comisión, de 30 de noviembre, en lo relativo a
la aplicación del apartado 3 del artículo 85 del Tratado
a categorías de acuerdos de franquicia. Asimismo, las
exenciones por categorías a los acuerdos de franquicia
en que participen únicamente dos empresas y que afec-
ten únicamente al mercado nacional se establecen en
el artículo 1.e) del Real Decreto 157/1992, de 21 de
febrero, que desarrolla el artículo 5 de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

El artículo 62 de la Ley 7/1996, de 15 de enero,
de Ordenación del Comercio Minorista, regula el régimen
de franquicia. El apartado 2 de este artículo obliga a
las personas físicas o jurídicas que pretendan desarrollar
en España la actividad de franquiciadores a inscribirse,
en su caso, en el Registro que pueden establecer las
Administraciones competentes. Por su parte, el aparta-
do 3 de este artículo, determina la información que el
franquiciador deberá entregar al futuro franquiciado para
que pueda decidir, libremente y con conocimiento de
causa, su incorporación a la red de franquicia. Asimismo,
este apartado señala que reglamentariamente se esta-

blecerán las demás condiciones básicas para la actividad
de cesión de franquicias.

Estas funciones han sido asumidas en la actualidad
por el Ministerio de Economía de Hacienda al que el
Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, encomienda
las competencias que correspondían al anterior Minis-
terio de Comercio y Turismo, las cuales serán ejercidas
a través de la Secretaría de Estado de Comercio, Turismo
y de la Pequeña y Mediana Empresa, que fue configurada
por el Real Decreto 765/1996, de 7 de mayo. Asimismo,
el Real Decreto 1884/1996, de 2 de agosto, de estruc-
tura orgánica básica del Ministerio de Economía y Hacien-
da, en su artículo 17.f) atribuye a la Dirección General
de Comercio Interior las funciones de registro, control
y seguimiento de aquellas modalidades de comerciali-
zación de carácter especial de ámbito nacional.

Con la presente disposición se pretende, por tanto,
desarrollar reglamentariamente el artículo 62 de la Ley
de Ordenación del Comercio Minorista, a través de la
concreción de las condiciones básicas de la actividad
de cesión de franquicias y de la creación del Registro
de Franquiciadores. En el desarrollo de la Ley se ha tenido
en cuenta el derecho comunitario.

Se crea un Registro a nivel del Estado que garantiza
la centralización de los datos relativos a los franquicia-
dores que operen en más de una Comunidad Autónoma,
a los efectos de información y publicidad; y, a este fin,
se fijan las directrices técnicas y de coordinación entre
los registros similares que pueden establecer las Comu-
nidades Autónomas.

En todo caso, la llevanza del Registro corresponderá
a las Comunidades Autónomas donde los franquiciado-
res tengan su sede social, de manera que se aceptarán
como vinculantes las propuestas de inscripción, cance-
lación y revocación que aquéllas efectúen.

La necesidad y urgencia del nuevo Registro de Fran-
quiciadores viene dictada, entre otras razones, por la
conveniencia de disponer de un censo actualizado de
estas empresas, cuyo sector comercial está experimen-
tando un fuerte desarrollo en España.

La disposición final única de la Ley de Ordenación
del Comercio Minorista señala que el artículo 62 cons-
tituye legislación civil y mercantil, y será de aplicación
general por ampararse en la competencia exclusiva del
Estado para regular el contenido del derecho privado
de los contratos, resultante del artículo 149.1.6.a y 8.a
de la Constitución.

Asimismo, el apartado 2 del artículo 62 tiene la con-
sideración de norma básica, dictada al amparo del artícu-
lo 149.1.13.a de la Constitución.

En la elaboración de esta disposición han sido con-
sultadas las Comunidades Autónomas y oídos los sec-
tores afectados.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía
y Hacienda, previa aprobación del Ministro de Adminis-
traciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 13 de noviembre de 1998,
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D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto.

La presente disposición tiene por objeto establecer
las condiciones básicas para desarrollar la actividad de
cesión de franquicias y crear el Registro de Franquicia-
dores, previsto en el artículo 62 de la Ley 7/1996, de
15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

Artículo 2. Actividad comercial en régimen de franqui-
cia.

A los efectos del presente Reglamento se entenderá
por actividad comercial en régimen de franquicia, regu-
lada en el artículo 62 de la Ley 7/1996, de Ordenación
del Comercio Minorista, aquella que se realiza en virtud
del contrato por el cual una empresa, el franquiciador,
cede a otra, el franquiciado, a cambio de una contra-
prestación financiera directa o indirecta, el derecho a
la explotación de una franquicia para comercializar deter-
minados tipos de productos o servicios y que comprende,
por lo menos: el uso de una denominación o rótulo
común y una presentación uniforme de los locales o
de los medios de transporte objeto del contrato; la comu-
nicación por el franquiciador al franquiciado de un «saber
hacer», y la prestación continua por el franquiciador al
franquiciado de asistencia comercial o técnica durante
la vigencia del acuerdo.

Se entenderá por acuerdo de franquicia principal
aquél por el cual una empresa, el franquiciador, le otorga
a la otra, el franquiciado principal, en contraprestación
de una compensación financiera directa o indirecta, el
derecho de explotar una franquicia con la finalidad de
concluir acuerdos de franquicia con terceros, los fran-
quiciados.

Asimismo, la actividad comercial en régimen de fran-
quicia se deberá ajustar a lo establecido en el Regla-
mento CEE número 4087/88, de la Comisión, de 30
de noviembre, relativo a la aplicación del apartado 3
del artículo 85 del Tratado a categorías de acuerdos
de franquicia, o en la disposición que lo sustituya.

Artículo 3. Información precontractual al potencial fran-
quiciado.

Con una antelación mínima de veinte días a la firma
del contrato o precontrato de franquicia o a la entrega
por parte del futuro franquiciado al franquiciador de cual-
quier pago, el franquiciador o franquiciado principal
deberá dar por escrito al potencial franquiciado la
siguiente información veraz y no engañosa:

a) Datos de identificación del franquiciador: nombre
o razón social, domicilio y datos de inscripción en el
Registro de Franquiciadores, así como, cuando se trate
de una compañía mercantil, capital social recogido en
el último balance, con expresión de si se halla totalmente
desembolsado o en qué proporción y datos de inscrip-
ción en el Registro Mercantil, cuando proceda.

Cuando se trate de franquiciadores extranjeros, ade-
más, los datos de inscripción en los registros de fran-
quiciadores a que vengan obligados, de acuerdo con
las leyes de su país o Estado de origen. De tratarse de
franquiciado principal se incluirán, además, las circuns-
tancias anteriores respecto de su propio franquiciador.

b) Acreditación de tener concedido para España, y
en vigor, el título de propiedad o licencia de uso de
la marca y signos distintivos de la entidad franquiciadora;
y de los eventuales recursos contra aquéllos, si los hubie-
re, con expresión, en todo caso, de la duración de la
licencia.

c) Descripción general del sector de actividad objeto
del negocio de franquicia, que abarcará los datos más
importantes de aquél.

d) Experiencia de la empresa franquiciadora, que
incluirá, entre otros datos, la fecha de creación de la
empresa, las principales etapas de su evolución y el
desarrollo de la red franquiciada.

e) Contenido y características de la franquicia y de
su explotación, que comprenderá una explicación gene-
ral del sistema del negocio objeto de la franquicia, las
características del «saber hacer» y de la asistencia comer-
cial o técnica permanente que el franquiciador suminis-
trará a sus franquiciados, así como una estimación de
las inversiones y gastos necesarios para la puesta en
marcha de un negocio tipo. En el caso de que el fran-
quiciador haga entrega al potencial franquiciado indi-
vidual de previsiones de cifras de ventas o resultados
de explotación del negocio, éstas deberán estar basadas
en experiencias o estudios, que estén suficientemente
fundamentados.

f) Estructura y extensión de la red en España, que
incluirá la forma de organización de la red de franquicia
y el número de establecimientos implantados en España,
distinguiendo los explotados directamente por el fran-
quiciador de los que operen bajo el régimen de cesión
de franquicia, con indicación de la población en que
se encuentren ubicados y el número de franquiciados
que hayan dejado de pertenecer a la red en España
en los dos últimos años, con expresión de si el cese
se produjo por expiración del término contractual o por
otras causas de extinción.

g) Elementos esenciales del acuerdo de franquicia,
que recogerá los derechos y obligaciones de las res-
pectivas partes, duración del contrato, condiciones de
resolución y, en su caso, de renovación del mismo, con-
traprestaciones económicas, pactos de exclusivas, y limi-
taciones a la libre disponibilidad del franquiciado del
negocio objeto de franquicia.

Artículo 4. Deber de confidencialidad del franquiciado.

El franquiciador podrá exigir al potencial franquiciado
un deber de confidencialidad de toda la información pre-
contractual que reciba o vaya a recibir del franquiciador.

Artículo 5. Constitución del Registro.

1. Se crea el Registro de Franquiciadores, previsto
en el apartado 2 del artículo 62 de la Ley 7/1996, de 15
de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, a los
solos efectos de información y publicidad, y que tendrá
carácter público y naturaleza administrativa.

2. Este Registro depende orgánicamente de la Direc-
ción General de Comercio Interior del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda y se formará con los datos del artícu-
lo 7 y las modificaciones a que se refiere el artículo 8,
que serán facilitados por las Comunidades Autónomas
donde los franquiciadores tengan su domicilio o direc-
tamente por los franquiciadores que no tengan su domi-
cilio en España.

3. En este Registro deberán inscribirse, con carácter
previo al inicio de la actividad de cesión de franquicia,
las personas físicas o jurídicas que pretendan desarrollar
en España esta actividad, cuando se vaya a ejercer en
el territorio de más de una Comunidad Autónoma.

Artículo 6. Funciones del Registro.

El Registro de Franquiciadores tendrá las siguientes
funciones:

a) Inscribir a los franquiciadores en el Registro a
propuesta de las Comunidades Autónomas donde aqué-
llos tengan su domicilio.
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Se asignará una clave individualizada de identificación
registral a nivel del Estado, que se notificará a las Comu-
nidades Autónomas.

b) Actualizar periódicamente la relación de los fran-
quiciadores inscritos en el Registro y de los estable-
cimientos franquiciados, con los datos aportados por las
Comunidades Autónomas y elaborar estadísticas por
agregación y tratamiento de los datos que figuran en
sus bases.

c) Inscribir las cancelaciones de los franquiciadores
cuando hayan sido acordadas por las Comunidades Autó-
nomas.

d) Expedir las oportunas certificaciones acreditati-
vas de los franquiciadores inscritos en este Registro y
de la correspondiente clave de identificación registral.

e) Dar acceso a la información registral a los órga-
nos administrativos de las Comunidades Autónomas que
lo soliciten.

f) Suministrar a las personas interesadas la infor-
mación de carácter público que se solicite relativa a los
franquiciadores.

g) Inscribir a los franquiciadores que no tengan su
domicilio en España, los cuales presentarán directamen-
te en este Registro su solicitud de inscripción, así como
las posteriores modificaciones de los datos a que se
refieren los artículos 7 y 8 de este Real Decreto.

h) Cualesquiera otras funciones compatibles con su
actividad que le sean encomendadas por la autoridad
competente.

Artículo 7. Documentación necesaria para obtener la
inscripción en el Registro de Franquiciadores.

Las solicitudes de inscripción en el Registro de Fran-
quiciadores se presentarán ante el órgano competente
de la Comunidad Autónoma donde tenga su domicilio,
pudiendo hacerse a través de cualesquiera de los lugares
que enumera el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, acompañadas, al menos, de los siguientes datos
y documentos:

a) Datos referentes a los franquiciadores: nombre
o razón social del franquiciador, su domicilio, los datos
de inscripción en el Registro Mercantil, en su caso, y
el número o código de identificación fiscal.

b) Denominación de los derechos de propiedad
industrial o intelectual objeto del acuerdo de franquicia
y acreditación de tener concedida y en vigor la titularidad
o los derechos de licencia de uso sobre los mismos,
así como su duración y eventuales recursos.

c) Descripción del negocio objeto de la franquicia,
comprendiendo una memoria explicativa de la actividad,
con expresión del número de franquiciados con que
cuenta la red y el número de establecimientos que la
integran, distinguiendo los explotados directamente por
el franquiciador de los que operan bajo el régimen de
cesión de franquicia, con indicación del municipio y pro-
vincia en que se hallan ubicados, así como los franqui-
ciados que han dejado de pertenecer a la red en España
en los dos últimos años.

d) En el caso de que el franquiciador sea un fran-
quiciado principal, éste deberá acompañar la documen-
tación que acredite los siguientes datos de su franqui-
ciador: nombre, razón social, domicilio, forma jurídica
y duración del acuerdo de franquicia principal.

Artículo 8. Obligaciones de los franquiciadores inscri-
tos en el Registro.

Los franquiciadores inscritos en este Registro deberán
comunicar a las Comunidades Autónomas competentes
por razón de su domicilio cualquier alteración en los
datos a que se refieren los párrafos a), b) y d) del artículo
anterior, en el plazo máximo de tres meses desde que
se produzca, y el cese en la actividad franquiciadora
en el momento en que tenga lugar.

Asimismo, con carácter anual, y durante el mes de
enero de cada año, los franquiciadores comunicarán a
la Comunidad Autónoma correspondiente los cierres o
aperturas de los establecimientos, propios o franquicia-
dos, producidos en la anualidad anterior.

Artículo 9. Informatización del Registro.

1. La llevanza del Registro de Franquiciadores podrá
instalarse en soporte informático para la recepción de
escritos y comunicaciones de los órganos competentes
de las Comunidades Autónomas.

2. En relación con el funcionamiento del citado
Registro se estará a lo dispuesto en el artículo 38 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común.

Artículo 10. Coordinación con otros Registros autonó-
micos.

El Registro de Franquiciadores se coordinará con
aquellos Registros que, en su caso, puedan establecer
las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

Las Comunidades Autónomas comunicarán a la Direc-
ción General de Comercio Interior los datos y las modi-
ficaciones a que se refieren los artículos 7 y 8. Estos
datos se incorporarán automáticamente a este Registro,
que procederá a asignar al franquiciador un número de
identificación de carácter nacional, que se notificará a
la Comunidad Autónoma correspondiente.

Disposición transitoria única. Inscripción en el Registro.

En el plazo de un año desde la publicación del pre-
sente Real Decreto, los franquiciadores que estén ejer-
ciendo la actividad de cesión de franquicia en España,
deberán presentar su solicitud de inscripción, acompa-
ñada de la correspondiente documentación, en las res-
pectivas Comunidades Autónomas donde tengan su
domicilio.

Los franquiciadores que no tengan su domicilio en
España y estén ejerciendo la actividad de cesión de fran-
quicia en más de una Comunidad Autónoma, presen-
tarán su solicitud de inscripción en este Registro también
en el plazo de un año.

Disposición final primera. Carácter de la norma.

Los artículos 1, 2, 3 y 4 del presente Real Decreto
se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.a
y 8.a de la Constitución.

Los restantes preceptos de este Real Decreto tendrán
la consideración de norma básica dictada al amparo del
artículo 149.1.13.a de la Constitución.
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Disposición final segunda. Facultad de desarrollo.

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda para
dictar, en el ámbito de sus competencias, las disposi-
ciones necesarias para la ejecución de lo establecido
en este Real Decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 13 de noviembre de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

RODRIGO DE RATO Y FIGAREDO

27169 ORDEN de 20 de noviembre de 1998 por
la que se regulan las operaciones de cierre
del ejercicio 1998, relativas a la contabilidad
de gastos públicos.

La regulación de las operaciones sobre contabilidad
de los gastos públicos de fin del presente ejercicio y
las subsiguientes de liquidación del mismo, hacen nece-
sario dictar las oportunas instrucciones.

En su virtud, y a propuesta de la Intervención General
de la Administración del Estado,

Este Ministro ha tenido a bien disponer:

1. Señalamiento de haberes en el mes de diciembre

Las nóminas para el percibo de los haberes activos
y paga extraordinaria del mes de diciembre deberán
tener su entrada en las Oficinas de Contabilidad del Cen-
tro Gestor del Gasto o de las Delegaciones Provinciales
de Economía y Hacienda, con fecha límite del día 9 del
citado mes.

Los haberes activos y pasivos y las pagas extraor-
dinarias correspondientes al mes de diciembre serán
satisfechos conjuntamente a partir del día 18 del mismo
mes.

2. Tramitación y pago de mandamientos en los últimos
días del mes de diciembre

El último día del ejercicio 1998 en el que se podrán
satisfacer libramientos de pago por las Delegaciones Pro-
vinciales de Economía y Hacienda y por la Dirección
General del Tesoro y Política Financiera será el día 30
de diciembre, reanudándose el pago de los pendientes de
satisfacer el primer día hábil del mes de enero de 1999.

No obstante, la Dirección General del Tesoro y Política
Financiera podrá autorizar, en casos excepcionales, que
se efectúen pagos el día 31 de diciembre.

3. Recepción y tramitación de documentos contables

3.1 Los documentos contables, debidamente con-
feccionados, acompañados de los correspondientes jus-
tificantes y realizada, en su caso, la fiscalización previa
pertinente, tendrán como fecha límite de entrada en las
Oficinas de Contabilidad de las Intervenciones Delegadas
y Territoriales el día 30 de diciembre.

No obstante, los documentos contables expedidos
para el registro de las obligaciones reconocidas que
correspondan a adquisiciones, obras, servicios, presta-
ciones o gastos en general realizados antes de la expi-

ración del ejercicio presupuestario y con cargo a los
respectivos créditos, tendrán como fecha límite de entra-
da el 29 de enero de 1999, acompañados de los corres-
pondientes justificantes y realizada, en su caso, la fis-
calización previa pertinente.

Los documentos contables de imputación al presu-
puesto de gastos de 1998, a los que se refiere el artícu-
lo 7.3 del Real Decreto 725/1989, de 16 de junio, sobre
anticipos de caja fija, tendrán como fecha límite de entra-
da en las Oficinas Contables el 29 de enero de 1999.
En todo caso, las cuentas justificativas que los acom-
pañen contendrán gastos pagados por los Cajeros hasta
el día 31 de diciembre de 1998.

3.2 Las propuestas de pago «a justificar» expedidas
con cargo a créditos del Presupuesto de Gastos de 1998
tendrán como fecha límite de entrada en las Oficinas
de Contabilidad el día 18 de diciembre de 1998. Con
cargo a dichos libramientos únicamente podrán satis-
facerse obligaciones del ejercicio, con las excepciones
previstas en el artículo 79.6 de la Ley General Presu-
puestaria.

Las propuestas de pago «a justificar» expedidas con
cargo a créditos del Presupuesto de 1998, en aplicación
de lo dispuesto en la regla 79 de la Instrucción de Ope-
ratoria Contable a seguir en la Ejecución del Gasto del
Estado, aprobada por la Orden del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda de 1 de febrero de 1996, tendrán
como fecha límite de entrada el día 29 de enero de 1999.
En todo caso deberán corresponder a expedientes apro-
bados antes del 30 de diciembre de 1998.

3.3 Los Interventores territoriales, los Interventores-
Delegados del Interventor general de la Administración
del Estado y el Subdirector general de Contabilidad del
Ministerio de Defensa cuidarán muy especialmente el
cumplimiento de estas normas, absteniéndose de con-
tabilizar aquellas operaciones cuyos documentos
contables se reciban con posterioridad a las fechas con-
signadas en los puntos 3.1 y 3.2 anteriores.

4. Procedimiento en fin de ejercicio

4.1 Las Oficinas de Contabilidad de las Interven-
ciones Delegadas y Territoriales contabilizarán normal-
mente todo tipo de operaciones hasta el final de diciem-
bre de 1998. No obstante, se establecen las siguientes
excepciones:

a) Los documentos a que se refiere los párrafos
segundo y tercero del apartado 3.1 y el párrafo segundo
del apartado 3.2, cuya fecha límite de contabilización
será el día 29 de enero de 1999.

b) Las anulaciones de órdenes de pago, cuya fecha
límite de contabilización será el día 23 de diciembre
de 1998. Se incluyen dentro del término «anulaciones»
las devoluciones de órdenes de pago como consecuen-
cia de errores en caja pagadora y forma de pago o bien
las correspondientes a órdenes de pago con forma de
pago «por talón» y cuyo tercero se hubiese acogido pos-
teriormente a forma de pago «transferencia».

4.2 La Ordenación General de Pagos realizará su
último proceso de ordenación de pagos de 1998, así
como el correspondiente envío a la Central Contable
de información referida a órdenes de pago procesadas,
el 28 de diciembre de 1998. Excepcionalmente, podrán
realizarse procesos de ordenación de pagos con fecha
límite de 31 de diciembre de 1998.

Hasta tanto las Oficinas de Contabilidad en los Cen-
tros Gestores del Gasto dejen de expedir propuestas de
pago con imputación a la contabilidad del ejercicio
de 1998, la Ordenación General de Pagos mantendrá
abierta la contabilidad de recepción de tales propuestas.
Además, desde principios del ejercicio 1999 y con impu-


